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Pereira, febrero diecinueve de dos mil nueve
Expediente 66594-31-89-001-2007-00126-02
Acta N° 59 de febrero 19 de 2009
Resuelve la Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía el pasado 23 de enero, por medio del cual se sancionó a Augusto Moreno Barriga y a Fernando Torres Gómez, Gerente General y Subgerente de Prestaciones Económicas de la Caja Nacional de Previsión Social “CAJANAL E.I.C.E.”, con tres (3) días de arresto y multa de dos (2) salarios mínimos mensuales a cada uno, al segundo de los mencionados por haber incumplido la orden impartida en la sentencia que ese mismo despacho profirió el 27 de noviembre de 2007 y al primero por no adoptar las medidas necesarias para ello en su calidad de superior de aquél, dentro de la acción de tutela que contra la entidad promovió Magín Cháves.




ANTECEDENTES

 

    

En el fallo aludido el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por el señor Magín Cháves y le ordenó a la Subdirección General de Prestaciones Económicas de la aludida entidad que en el término de 48 horas siguientes a la notificación del mismo procediera a responder de fondo la solicitud de reconocimiento de pensión por vejez presentada por aquél.
  



Ante la manifestación del mismo en el sentido de que para el 14 de julio pasado la entidad no había acatado el fallo, dispuso el juzgado el trámite incidental que luego en vía de consulta fue revocado en esta sede con auto del 12 de agosto de 2008. Frente a esta circunstancia procedió el despacho de instancia a reiniciar la actuación y es así como con proveído del 26 de agosto siguiente y en aplicación de lo previsto por el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 ordenó requerir al Gerente General de Cajanal para que le ordenara a Fernando Torres Gómez en su condición de Subgerente de Prestaciones Económicas acatara la orden de tutela.

  



Como ese término transcurrió en silencio, se procedió a dar inicio al incidente de desacato respectivo frente a los citados funcionarios, hecho que se les hizo saber con oficios 1217 y 1218 del pasado 10 de septiembre. Luego, en forma muy particular y previa certificación acerca de la entrega de los susodichos oficios a sus destinatarios, de nuevo, con auto del 31 de octubre se dio inicio al incidente sin pronunciamiento alguno de parte de los accionados; corroborada la efectividad de las notificaciones el despacho judicial de primera instancia declaró por medio del auto que se revisa que los señores Augusto Moreno Barriga y Fernando Torres Gómez incurrieron en desacato y se les impusieron las sanciones atrás aludidas. 




Al día siguiente de proferida esa decisión se remitieron las comunicaciones de rigor a los interesados al igual que al Director del Instituto Penitenciario y Carcelario INPEC con sede en Bogotá para que hiciera efectiva las medidas de arresto; la entidad, con fundamento en normativa legal, respondió dando a conocer la imposibilidad de obrar de conformidad atendiendo a que el número de días de arresto era inferior a 10.



  

CONSIDERACIONES 




Antes de efectuar cualquier estimación sobre el asunto, hay que llamar la atención en el sentido de que resultó desafortunado el hecho de que el juzgado, antes que remitir las diligencias para la revisión que por vía de consulta dispone el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, hubiese dispuesto medidas para la efectividad del arresto ordenado, cuando de conformidad con lo prevenido por la Sentencia C-243 de 1996 se declaró la inexequibilidad del último aparte del inciso 2º del precitado canon que preveía que dicha consulta se efectuaría en el efecto devolutivo, como que en dicho análisis constitucional, y en buena hora, se señaló que tal efecto llevaría, entonces, a la ineficacia de la segunda instancia, pues mientras esta se decidiera podría haberse consumado la privación de la libertad, y la resolución del superior podría ser revocatoria de la sanción; por ello, allí mismo se precisó que dicha consulta, siguiendo el ordenamiento del estatuto procesal civil, debía tramitarse bajo el efecto suspensivo. Por fortuna, y al margen de la decisión que aquí se adoptará, no fue posible todavía en primera sede la efectividad de las medidas de arresto.
Hecha esta precisión se tiene que el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 establece que el fallo mediante el que se resuelva una acción de tutela debe contener, entre otras cosas, el plazo perentorio para el cumplimiento de lo resuelto, que en ningún caso podrá exceder de cuarenta y ocho horas.

Y en desarrollo de esa previsión,  el juzgado le ordenó a la Subdirección General de Prestaciones Económicas de Cajanal, en la sentencia del 27 de noviembre de 2007 que en dicho lapso, contado a partir de la notificación de la misma, emitiera el acto administrativo que diera respuesta a la solicitud impetrada por el accionante desde el 30 de enero de esa calenda.
Pero han transcurrido los días sin que hasta hoy se conozca esa contestación, no obstante las continuas comunicaciones remitidas a los incidentados, que no han servido siquiera para que expliquen razonablemente la razón de su tardanza. 
Esa actitud, que conlleva el incumplimiento de la orden del juez de tutela, no puede menos que enmarcarse dentro de lo que establece el artículo 52 del mismo decreto como un desacato aunado a lo advertido en el artículo 27 de la misma regulación respecto al superior que ha guardado absoluto hermetismo con las órdenes que en el transcurso del trámite incidental se le han realizado, y en consecuencia, esto trae como consecuencia que el juez que las ha impartido imponga a las personas responsables del mismo sanciones tales como arresto hasta por 6 meses y multa hasta por 20 salarios mínimos mensuales.

Así lo consideró el juzgado que les impuso a cada uno tres (3) días de arresto y multa de dos (2) salarios mínimos mensuales, y ni siquiera enterados de esta decisión se han preocupado por manifestarse al respecto.
No queda entonces alternativa diferente a la de confirmar la decisión de primera instancia porque ella viene ajustada al marco legal aludido y a la descomedida actitud del funcionario en quien recayó la orden y del representante legal de entidad que, en todo caso, siguen obligados a dar respuesta al demandante, de lo cual deberá estar vigilante el juzgado. No obstante, para no desconocer la realidad que actualmente vive la Caja Nacional en cuanto a la centralización de sus funciones que en algo podría decirse que justifica la tardanza, se disminuirán las sanciones de arresto a un solo día y de la multa a un salario mínimo mensual, sin que por ello queden dispensados, se insiste, de proceder a cumplir el fallo de tutela. 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil Familia, CONFIRMA el auto del 23 de enero de 2009 proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía en este trámite incidental que por desacato se adelantó contra Augusto Moreno Barriga, Gerente General de Cajanal E.I.C.E. y Fernando Torres Gómez, Subgerente de Prestaciones Económicas de la misma entidad, MODIFICÁNDOLO en el sentido de que las sanciones por arresto se reducen a un solo día y las multas a un salario mínimo mensual. 

Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ

  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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